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Introducción

En el debate actual sobre seguridad en Colombia, el tema de la reforma de la policía en los términos planteados hace una década parece haber perdido vigencia.  Exactamente diez años atrás, se inició un proceso de cambio institucional con el ánimo de desmilitarizar y democratizar a la institución, con principios similares a los planteados en otros países latinoamericanos, e impregnado por las tendencias de “moda” a nivel internacional en cuanto a la policía comunitaria.   

Sin embargo, las posibilidades de cambio bajo estas líneas han sido restringidas para el caso colombiano. Uno de los principales obstáculos ha sido precisamente el conflicto interno, que genera una tensión permanente para el Estado y su policía en particular, entre recuperar y mantener el orden público interno por un lado, y atender los requerimientos de seguridad y tranquilidad de los ciudadanos del común por el otro.  El desarrollo de la institución policial colombiana de las últimas décadas ha estado contaminado por esta tensión y en esta medida, el avance hacia la separación entre lo militar y lo policial ha sido intermitente y siguen entremezclándose hasta el presente las funciones de ambos campos.  

El hastío de los colombianos frente al accionar de los grupos armados irregulares, en especial su burla a los generosos escenarios de paz propiciados por el Gobierno Pastrana (1998-2002), así como el uso creciente e indiscriminado del terrorismo y del secuestro, ha inclinado la balanza hacia las peticiones por parte de la sociedad civil de “mano dura”. Dentro de este ámbito, marcado por el repunte de la violencia al finalizar los años noventa (Gráfica 1), se explica la abrumadora acogida de la propuesta de “Seguridad Democrática” de Alvaro Uribe, que  lo condujo a la Presidencia de la República en el 2002.  

En la política de seguridad que está desarrollando el gobierno Uribe a partir de esta propuesta, el papel de la policía está claramente supeditado a la estrategia contrainsurgente cuyo propósito es recuperar y consolidar el dominio del Estado colombiano en vastas porciones del territorio nacional que han sido arrebatadas en las últimas décadas por grupos armados irregulares.
  Pese a lo que ello puede implicar en cuanto al camino recorrido por la policía en los diez años anteriores, nadie se pregunta hoy en Colombia si es necesario y/o posible continuar con el proceso de desmilitarizar a la policía y de construir una identidad institucional propia más cercana a su naturaleza civil. Sobresale pues la ausencia de un debate público sobre el particular, a la vez que no hay un liderazgo civil que se involucre y promueva propuestas de cambio que se identifiquen con los principios de democratización de la policía, particularmente los que tienen que ver con centrar la atención del servicio en responder a los requerimientos ciudadanos y con hacer a la institución más responsable y transparente ante la sociedad.
  

Este capítulo tiene por objeto examinar el proceso de reforma de la Policía Nacional de Colombia a la luz del panorama de conflictividad del país y de las políticas de seguridad pública que lo han enmarcado. Se explorarán preguntas como si ¿es posible introducir reformas bajo las líneas de democratización de la policía en una sociedad en conflicto?  ¿Hasta qué punto es posible desmilitarizar a la policía en un contexto como el colombiano? Y ¿mientras subsista el conflicto, es posible lograr un balance en las operaciones policiales que le permitan responder a la vez a los requerimientos ciudadanos y a los del Estado asediado por organizaciones armadas irregulares?  Lo cierto es que mal que bien, la policía colombiana ha demostrado que esto es posible pero que el camino es largo y lleno de escollos.
El capítulo está dividido en cuatro partes: en la primera se hará un recorrido por el perfil de la policía colombiana para situar a los lectores con respecto al tipo de organización policial que tiene el país.  En la segunda se abordará la crisis de la Policía Nacional en la década de los noventa para entrar, en la tercera parte, a explicar la agenda de cambio promovida desde 1993, tomando en cuenta el nuevo enfoque que emerge en esa década en el país sobre el manejo de la seguridad ciudadana y de la seguridad nacional. Finalmente, en la cuarta sección, a manera de conclusión, se hará una aproximación a los efectos de los procesos de reforma de los noventa y se discutirán los retos actuales de la policía a la luz de la nueva agenda de seguridad planteada por el Gobierno de Presidente Alvaro Uribe (2002-2006).

El perfil de la Policía Colombiana

La policía colombiana tiene su origen en el Cuerpo de Policía Nacional creado en 1891 con dependencia del ministerio de Gobierno y con la responsabilidad de los servicios de orden y seguridad de Bogotá.  Sin embargo, su evolución hacia los parámetros de la policía moderna ha ocurrido en los últimos cuarenta años.
  Los primeros años de vida institucional se vieron truncados por los períodos de confrontación partidista en el país, en particular la Guerra de los Mil Días entre finales del Siglo XIX y principios del XX y, posteriormente, la etapa conocida como La Violencia a mediados del Siglo XX.  

En estos dos períodos, miembros de la Policía Nacional se involucraron en las contiendas partidistas y la opción de solución privilegiada por los gobiernos de turno fue pasar al cuerpo al ministerio de Defensa (entonces ministerio de Guerra) y reconstituirlo con nuevo personal, la mayoría de los casos sin instrucción adecuada y provenientes del Ejército. (Torres, 1994; Llorente, 1999)  Adicionalmente, en la medida en que la Nación no contaba con los recursos suficientes para extender el cubrimiento del Cuerpo de Policía Nacional, en muchas regiones del país operaban policías departamentales y municipales dependientes de los gobernadores y alcaldes, las cuales eran relativamente autónomas del control del gobierno central.  En estas policías el problema de la parcialización política era aún más agudo ya que el personal carecía de preparación técnica y era reclutado entre los seguidores de los jefes políticos regionales y locales (Torres, 1994, p. 182; Pardo, 1996, p. 338; Llorente, 1999, p. 400)

Con el advenimiento del gobierno militar (1953-1957) y el acuerdo bipartidista del Frente Nacional -- mediante el cual por veinte años (1958-1978) los dos partidos tradicionales se repartirían por partes iguales el poder nacional - se logró apaciguar el país y culminar el período de la Violencia.  En este contexto se hizo posible reconstituir a la policía como un ente público centralizado.  Al inicio de este proceso, durante el gobierno militar, el ejército prácticamente tomó control sobre la policía y ésta fue militarizada en cuanto a su dependencia, organización y formación del personal.
 (Pardo, 1996, p. 338)  Para principios de los años sesenta, finalmente se logró nacionalizar a los díscolos cuerpos departamentales y municipales de modo que pasaron a depender enteramente de la Policía Nacional.
  Paralelamente, la policía empezó a recuperar su autonomía del mando militar y a tomar rumbo propio,
 aunque quedó definitivamente adscrita al ministerio de Defensa y con un sello militar que prevalece hasta el presente.

Si bien desde finales de los años treinta se fundó la primera escuela de formación para miembros de la policía, el proceso de profesionalización despegó más tarde, a la vez que la policía se consolidaba como un organismo público de orden nacional.  Las carreras de oficiales y suboficiales se reorganizaron a mediados de los años cincuenta utilizando como modelo las normas vigentes para el ejército -- incluso entre los objetivos de esta reforma estaba el de equiparar los grados y las condiciones entre oficiales y suboficiales del ejército y de la policía. (Echeverri, 1993, pp. 227-228)  En el mismo período, se sometió a los miembros de la policía a la justicia penal militar al establecerse el fuero militar para el juzgamiento de los actos del servicio.  Mientras que la estructura de carreras de la policía cambió de rumbo a partir de las reformas de los años noventa que se explicarán más adelante, el fuero militar para la policía se ha mantenido hasta el presente y hace parte de las normas constitucionales de la nueva Carta de 1991.

En otros aspectos, en cambio, se observan esfuerzos por construir una identidad profesional más policial y menos militar.  Es el caso del régimen disciplinario en el cual se introdujo desde los años sesenta un cuerpo normativo “especial” para la función policial, es decir distinto al militar que era el que se venía aplicando hasta el entonces.  Esta tendencia también se hace evidente en los programas de formación para los mandos superiores desarrollados en el mismo período.  En éstos, aunque se mantiene la preparación en estrategia militar, armamento y guerra antisubversiva, se introducen cursos de táctica policial, criminalística, derecho y administración.  (Torres, 1994, p. 186)

La especialización, por su parte, ha sido un proceso complejo, marcado por el auge del problema subversivo en el país, y que aún hoy sigue sin alcanzarse del todo.  El primer avance concreto se da con la institucionalización entre 1964 y 1966 de la función de policía judicial.
 Sin embargo, aunque desde muy temprano en los años sesenta, el gobierno planteó la necesidad de ampliar el pie de fuerza policial para prevenir y reprimir eficazmente el delito en zonas urbanas, se impuso la hipótesis de que, dada la naturaleza del problema de violencia que afrontaba el país, era más importante enfatizar en la capacidad de la policía para apoyar al ejército en su misión nacional de pacificación, que fortalecerla como órgano de investigación criminal. (Torres, 1994, p. 185) Así, se engendró una organización policial semi-especializada orientada, por un lado, hacia complementar las labores de contrainsurgencia del ejército en las zonas rurales
 y, por el otro, hacia desarrollar las actividades de vigilancia e investigación más propias de ámbitos urbanos.

A lo largo de los años ochenta se empezaron a perfilar más nítidamente las funciones de la policía asociadas a la vigilancia urbana y al control de la delincuencia, en esa medida se creció la organización. Así, desde principios de la década se comenzó a incrementar de manera permanente el pie de fuerza de la policía con el objeto de acrecentar su presencia en los grandes centros urbanos, lo cual se asoció a las tasas crecientes de urbanización y delincuencia en estos ámbitos. (Torres, 1994, p. 187)   Además, aparecen los primeros cuerpos especializados  de lucha contra el crimen organizado y las unidades de asalto y rescate, entre los que se destacan la policía antinarcóticos, los grupos antisecuestro y el Cuerpo Elite --encargado de enfrentar organizaciones de alta peligrosidad que surgen a finales de los años ochenta como los llamados “escuadrones de la muerte”, las “bandas de sicarios” y los grupos paramilitares.  

Por otra parte, se realizaron desarrollos operativos importantes para mejorar la aproximación institucional a las demandas ciudadanas por servicios policiales, a partir de la puesta en marcha de los departamentos metropolitanos de policía, de los centros automáticos de despacho (CAD) y de los centros de atención inmediata (CAI).  Empezando la década de los ochenta, se crearon los departamentos metropolitanos para operar los servicios de policía en las tres principales ciudades del país.  Paralelamente, se introdujeron  los CAD en estas ciudades y otros centros urbanos grandes del país, con lo cual se modernizó la recepción de llamadas ciudadanas a la policía y el consecuente despacho de patrullas para atender requerimientos de la población.  (Londoño y Diettes, 1993, p. 341-342)

Los CAI, por su parte, se crearon hacia finales de los años ochenta, primero en Bogotá y pronto se propagaron hacia casi todas las ciudades del país.
  Estos centros representaban la principal iniciativa de la policía en aquel entonces, tendiente expresamente a lograr un mayor acercamiento con la comunidad, a través de la descentralización del servicio básico de vigilancia que implicaba un despliegue de efectivos en puestos ubicados en múltiples puntos de las ciudades. (Camacho Leyva, 1993, p. 280)  Fueron la primera expresión en el campo operativo del énfasis que para ese entonces empieza a darle la policía a la idea de proximidad y de atención a la población como centro del quehacer policial.  Este énfasis como se verá más adelante, fue uno de los ejes del proceso de reforma de la siguiente década.

Fisonomía actual y funciones de la Policía Nacional

La organización de la policía colombiana que se conoce hoy, es fruto del proceso de refundación iniciado a mediados de los años cincuenta que se explicó en el punto anterior.  Desde entonces la Policía Nacional ha evolucionado sin interrupciones y en 1991, con la Constitución de ese año, se reconoció su existencia como parte de la Fuerza Pública y se le definió como cuerpo armado permanente, a cargo de la Nación y de naturaleza civil.
  

La policía colombiana de hoy es una organización nacional, con una estructura centralizada, subordinada al Presidente de la República.  Para efectos de dirección y mando depende del ministro de Defensa y en las tareas de investigación judicial, que constitucionalmente son de su competencia, se sitúa bajo la órbita del Fiscal General de la Nación.  A nivel regional y local, la institución opera a partir de unidades que corresponden a la división departamental del país y, adicionalmente, ha desarrollado departamentos de policía para cubrir las áreas metropolitanas de las tres grandes ciudades – Bogotá, Cali y Medellín.  Las autoridades político-administrativas de estas esferas, gobernadores y alcaldes, son la primera autoridad de policía y como tal, los servicios policiales se encuentran a su disposición, según lo establece la Constitución.  No obstante, en la práctica esto funciona con muchas limitaciones dada la estructura nacional y centralizada de la policía (Casas, 1994), así como por el desarrollo incipiente y reciente de la capacidad institucional de gobernaciones y alcaldías para atender los temas de seguridad  de sus jurisdicciones.
 

El pie de fuerza de la Policía Nacional ha crecido de manera casi sostenida desde los años sesenta, tanto en términos absolutos, como en relación con la población del país.
 Actualmente cuenta con cerca de 99.000 efectivos, lo que equivale a una tasa de 23 policías por cada 10.000 habitantes – proporción que no es despreciable según parámetros internacionales.
  El 80% de su personal es profesional egresado de sus escuelas de formación.  Adicionalmente, tiene cerca de 6.000 civiles que se desempañan en distintas labores administrativas de la institución.

Por otra parte, la Policía Nacional tiene una estructura jerárquica cuasimiltar con tres carreras equivalentes a las del ejército (oficiales, suboficiales y agentes) y una cuarta (Nivel Ejecutivo) creada en 1993 para fusionar las de suboficiales y agentes en una sola, lo cual aún no se ha logrado según se analizará más adelante.  Actualmente la policía muestra una estructura de mando menos piramidal que la que tenía diez años atrás en donde el 4% de sus efectivos son mandos superiores u oficiales, el 20% son mandos medios o personal de supervisión y el 76% restante corresponde al personal de base que incluye en una alta proporción a profesionales y en menor grado a auxiliares de policía – bachilleres y no bachilleres que prestan servicio militar en la policía.

En términos de presencia regional, la policía muestra una evidente vocación urbana, lo cual ha ido de la mano del acelerado proceso de urbanización que ha vivido el país en las últimas décadas.  Así, el 51% de sus efectivos se concentran en los 25 principales centros urbanos del país donde habitan el 46% de los colombianos.  A nivel rural, en cambio la presencia es débil como lo ha sido históricamente: poco menos del 20% de los policías están en estas áreas, las cuales si bien son las menos pobladas del país, representan una mayor proporción que las urbanas en cuanto a extensión territorial y son el escenario principal del conflicto armado.  Así, fuera de que en la mayoría de estas zonas el número de efectivos que hace presencia es muy bajo, en el 15% de los municipios del país – los cuales se encuentran en áreas rurales- no hay personal policial.
  Precisamente, uno de los ejes de la estrategia de seguridad del gobierno actual es resolver esta situación de precaria presencia rural, ampliando la base de policías entrenados para actuar en estos contextos (carabineros) y complementándola con policías auxiliares (conscriptos) y con los llamados soldados campesinos.

Finalmente, si se mira a la policía colombiana en cuanto a las funciones que actualmente desempeña, se tiene que los servicios de vigilancia son los que más ocupan al personal y a lo cual están destinados cerca del 90% de los efectivos.  Estos servicios incluyen aspectos tan variados como el patrullaje, la atención de llamadas ciudadanas, la aplicación de códigos de policía -- nacional, departamentales y municipales- el control del tránsito en algunas ciudades, la vigilancia de carreteras; la protección de dignatarios, de infraestructura económica del país y del medio ambiente; la policía antimotines y la policía de menores. (Llorente, 1999, pp.445-449)  En contraste, las actividades de lucha contra el crimen propiamente dichas, ocupan a un escaso 5% del personal uniformado.  Como era de esperar la policía antinarcóticos tiene la mayor porción, poco más del 3% del total de policías.  La siguen la policía judicial o de apoyo a la investigación de los delitos con un bajísimo 1% y la policía de inteligencia con poco menos del 1%.  Sorprende particularmente la escasez de personal especializado en investigación criminal si se compara con otros cuerpos de policía que también ejercen la doble función de vigilancia y de investigación –por ejemplo en las policías de democracias anglosajonas y el Japón se destina entre el 14% y el 20% del personal a esta función.
 (Bayley, 1994, p. 25)

La crisis de la policía en los noventa

Después de dos décadas de desarrollo interrumpido y de crecimiento institucional, a finales de los ochenta y principios de los noventa, la policía vuelve a ser fuertemente cuestionada por la sociedad colombiana.  Empezando la década de los noventa, el grado de confianza de la población colombiana en la policía no superaba el 35%, mientras que las Fuerzas Militares en su conjunto gozaban de una confiabilidad cercana al 50%. (Lemoine, 1997)  En 1993, año crítico para la policía y que marca un punto de quiebre importante en su organización, el indicador de confianza de los colombianos en la institución descendió al 21%. (Lemoine, 2003)  

Para ese entonces, los principales analistas sobre asuntos de defensa y seguridad en Colombia (Comisión de Estudios sobre la Violencia, 1987; Camacho y Guzmán, 1990; Camacho, 1993; Leal, 1994; Camacho, 1995), argumentaban que el problema de fondo era que se había dado un creciente divorcio entre policía y sociedad, el cual se originaba en la militarización del cuerpo, ocasionada precisamente por su desarrollo institucional de las últimas décadas marcado por el control del ejército sobre la policía.  Adicionalmente, señalaban una evidente debilidad nacional para producir políticas de seguridad que atendieran los distintos retos que en ese campo se presentaban, lo cual se reflejaba en la ausencia de una política de Estado que deslindara la esfera de la seguridad ciudadana del ámbito de la seguridad nacional.  

Si bien es cierto que la militarización de la policía fue un impedimento para desarrollar una relación más cercana con la comunidad, hay que reconocer que fue solo bajo este marco institucional que se logró sustraer a la policía de la contienda política  y darle la estabilidad necesaria para su desarrollo profesional. (Pardo, 1996, pp.338-339)  En esta medida, parece más atinada la hipótesis de la ausencia de una política coherente de seguridad al amparo de lo cual se dio un recrudecimiento de la violencia organizada en el país que tuvo hondas repercusiones en la institución policial.  Por otro lado, dado que las prioridades de los gobiernos de turno hasta entrados los años ochenta se habían centrado en los temas de la contrainsurgencia y de las nacientes organizaciones del narcotráfico, se atendió tardíamente la problemática de la criminalidad común, particularmente notoria en los principales centros urbanos del país.  En esta medida la ciudadanía terminó además cuestionando duramente la capacidad de la policía en su función de control del crimen.

El efecto de la lucha contra el narcotráfico

Desde principios de los ochenta la policía se convirtió en el principal pilar de la lucha del Estado contra el narcotráfico, tanto en la persecución de las organizaciones y sus cabecillas, como en el control de cultivos ilícitos.
  En este sentido no solo se concentraron las prioridades del mando institucional en esta lucha, sino que también se afectaron las relaciones de la policía con la población. 

Para principios de los noventa la policía era fuertemente cuestionada por el despliegue militar que había desarrollado para efectos de confrontar las organizaciones del narcotráfico. Es conocido por ejemplo, que en el período de la “guerra” contra el Cartel de Medellín (finales de los ochenta a principios de los noventa), la policía era percibida como parte del problema de violencia que afectaba esa ciudad y por ende, generaba gran desconfianza entre la población.
  En esta confrontación, además que cayeron un gran número de uniformados,
 en algunas zonas de Medellín la policía tuvo que ser retirada como resultado del aumento de los ataques selectivos promovidos por los capos del Cartel.  Allí tomaron control bandas dedicadas a la delincuencia y la población, en respuesta a la creciente anarquía, terminó por organizar las denominadas “milicias populares”, algunas de las cuales terminaron confundiéndose con células urbanas de los grupos guerrilleros también denominadas “milicias”.

De otra parte, la lucha antinarcóticos tuvo efectos internos devastadores.  Algunos efectivos se vieron involucrados en violaciones a los derechos humanos, en particular relacionadas con retaliaciones de la policía a la persecución montada por el Cartel de Medellín. (Americas Watch, 1990, pp.19-28; Americas Watch, 1993, pp. 127-129)  Pero además, se desencadenó un problema de corrupción que involucró desde miembros de la más alta graduación hasta la base.
 

El efecto del conflicto interno

Si bien tradicionalmente el ejército ha tenido la primacía sobre la lucha contrainsurgente en el país, la policía como se ha dicho ha tenido una importante participación, en especial por su presencia permanente en buena parte del territorio nacional.  En este contexto se hizo evidente la falta de preparación de la policía frente a la creciente amenaza de los grupos guerrilleros, que desde mediados de los ochenta arrancan con una agresiva estrategia de expansión y control territorial. (Echandía, 1999)  El problema de fondo en este caso era tanto el número limitado de efectivos en los puestos de policía en zonas rurales -- principal escenario del conflicto-, como la poca claridad del establecimiento político sobre el papel de la policía en la contención del avance guerrillero. (Llorente, 1999, p. 457)  

La debilidad de la policía frente a esta amenaza, terminó por reflejarse en el considerable número de bajas de su personal en ataques guerrilleros a sus instalaciones.
  Por otro lado, las dificultades para defenderse de los ataques guerrilleros llevaron a que la policía se replegara gradualmente y su reagrupara en menos puestos pero con más agentes. (Pardo, 1996, p. 339)  De este modo entre los años ochenta y principios de los noventa la policía terminó por retirarse de cerca de 30 [LA POLICIA NO CUENTA CON INFORMACIÓN SOBRE NUMERO DE PUESTOS RURALES QUE TENIA EN TOTAL PARA ESE PERIODO, EN TODO CASO ESTO ES ALGO ASI COMO EL 3% DE LOS MUNICIPIOS DEL PAIS de cuantos?] puestos rurales.

Adicionalmente, las prioridades del Gobierno Nacional en materia de distribución del personal policial también se vieron afectadas por la presión del accionar guerrillero.  Así, por ejemplo, mientras que una de las políticas centrales de la Administración Gaviria (1990-94) para el fortalecimiento institucional era precisamente lograr un aumento importante del pie de fuerza, cerca del 80 por ciento del incremento efectuado en 1992 se destinó al llamado Plan Energético Vial, orientado a proteger la infraestructura del país que estaba siendo objeto de múltiples atentados terroristas por parte de la guerrilla. (Llorente, 1999, p. 452)  De esta forma, en la práctica, el necesario crecimiento del pie de fuerza de la Policía Nacional, que se dio entre mediados de los ochenta y principios de los noventa, no se reflejó en un mayor cubrimiento territorial, como tampoco en mejor protección a la ciudadanía.

Hasta ahora no se ha documentado de manera sistemática el impacto que el repliegue de la policía de algunos municipios rurales o su débil presencia en otros, ha tenido sobre la evolución del conflicto interno.  Pero es fácil suponer y así se ha visto a través de distintos casos recogidos por la prensa, que ello ha dejado a la población civil ya sea a merced de la lucha violenta entre guerrilla y paramilitares por el control territorial, o bajo el dominio de alguno de estos actores por incapacidad, omisión o complicidad.

La incapacidad frente a la creciente criminalidad 
A principios de los noventa había un fuerte cuestionamiento por parte de la población urbana por la falta de efectividad y de transparencia de la policía en sus tareas cotidianas de prevención del crimen.  Entre 1985 y 1995 encuestas de victimización realizadas en distintas ciudades del país mostraban un preocupante incremento en los delitos contra la propiedad, en particular aquellos que involucraban violencia contra las personas como el atraco, que en general era el de mayor incidencia.  (Rubio, 1999, pp. 48-54)  A la vez, se observa entre 1983 y 1992 un incremento sostenido y sin precedentes en la tasa de homicidios en el país.

Para ese período, además del ascenso de los indicadores de criminalidad, se convirtieron en lugar común las críticas ciudadanas por la participación de policías en actividades delictivas, por conformar bandas de atracadores y por realizar “limpiezas sociales” -- que hacen referencia al asesinato selectivo de delincuentes, prostitutas, mendigos y dementes en distintas ciudades. (Camacho y Guzmán, 1990; Amnistía Internacional, 1994)  

El programa bandera de la policía para acercarse a la ciudadanía, los CAI, estaba en franco decaimiento.  Las pocas evaluaciones que se han hecho al respecto coinciden en señalar que la multiplicación acelerada de estos puestos de policía sin planeación alguna y respondiendo a intereses políticos de las autoridades municipales, terminó por descapitalizar el programa tanto en personal como en dotación y recursos para su sostenimiento. (Pardo 1996, pp. 339-340; Llorente 1999, pp. 416-419 y pp. 429-430)  Paradójicamente estos centros, que se crearon con gran entusiasmo por parte de la policía para rescatar su imagen institucional, fueron los primeros en poner en evidencia la crisis de la organización.  A través de ellos se manifestaron los problemas de calidad del personal de base y de baja proporción de cuadros de supervisión frente a los efectivos de base, lo que según oficiales de la policía estuvo en la raíz del problema de descontrol interno.

En síntesis, podría decirse que la crisis de la policía en los noventa estuvo directamente asociada con la incapacidad de los gobiernos de turno de establecer políticas para afrontar los retos a la seguridad pública, entre éstas impulsar una adecuación institucional de la policía.  Dentro de este contexto, la policía fue rebasada por la creciente amenaza de las organizaciones armadas irregulares (guerrilla, narcotráfico y las nacientes organizaciones de justicia privada) y debilitada en su capacidad para contener el crimen común.  En la antesala de la reforma que arranca en 1993, el principal reto de la policía consistía precisamente en introducir cambios organizacionales que le permitieran atender adecuadamente tanto las necesidades y demandas del público en general, como aquellas provenientes de un Estado, como el colombiano, amenazado por la creciente actividad de poderosas organizaciones armadas al margen de la ley.  

La agenda de cambio de los noventa

Nuevo enfoque para el manejo de la seguridad y reforma policial

Durante la administración Gaviria (1990-94) se intentó instaurar un nuevo enfoque en cuanto al manejo de los asuntos de seguridad, en el cual los civiles estaban llamados a jugar un papel más activo en el diseño de las políticas públicas de seguridad, así como en la correspondiente planeación y asignación de recursos.  Se desarrolló al nivel presidencial un discurso que empieza a diferenciar los aspectos propios de la seguridad ciudadana de los de la seguridad nacional.  

El gobierno estableció por primera vez en el país una estrategia, en la cual se precisan los objetivos del Estado y las políticas en cuanto a seguridad interna y, paralelamente, estableció un primer plan de desarrollo de la Fuerza Pública.
  Esta estrategia representa un primer esfuerzo por parte del estamento civil del país por tratar de delimitar las funciones de las Fuerzas Militares y de la policía y de involucrar el tema del sistema de justicia penal y su necesaria reforma.  

Otro aspecto de gran relevancia de la estrategia gubernamental es que se introduce una aproximación tendiente a descentralizar el manejo de la seguridad ciudadana y, como tal, propone un papel más activo y un mayor liderazgo de las autoridades político-administrativas en la toma de decisiones sobre el particular en sus regiones y localidades.  Dentro de este enfoque se suponía una mayor descentralización de los servicios de la policía en función de las prioridades locales de seguridad.  Se dictaron diversas normas dentro de estas líneas como fue la modificación de los mecanismos regionales y locales de toma de decisiones en materia de seguridad, así como la disposición que abría la posibilidad para que los municipios aumentaran de acuerdo con las prioridades locales la disponibilidad de efectivos de la policía tanto profesionales como en la modalidad de auxiliares bachilleres.
 

En términos de cambios institucionales, dos aspectos de este nuevo enfoque han sido particularmente relevantes en el camino de sustraer a la policía del control del ejército.  Por una parte, el paso de la cartera de Defensa a manos de un civil después de más de cuarenta años de primacía del ejército en este despacho.
 Por otra parte, la creación de una unidad en el Departamento Nacional de Planeación encargada de intervenir los procesos de definición del presupuesto y de destinación de los recursos de inversión de la Fuerza Pública y de la Justicia, con lo cual se logra una mayor autonomía presupuestal de la policía frente al estamento militar que hasta entonces había controlado el tema de la asignación presupuestal para las fuerzas incluida la policía. 

Aunque la crisis de la policía a principios de los noventa hacía impostergable realizar una reforma de fondo, sin duda un aspecto que sentó las bases para el proceso fue el desarrollo de este nuevo enfoque gubernamental acerca del manejo de la seguridad y del papel de los civiles en ello.  Así, se arranca con una primera fase, comprendida entre 1993 y 1994, e impulsada primordialmente por el ministro civil de Defensa.  Posteriormente en 1995, se inicia una segunda etapa que evolucionó hasta finales de la década y que estuvo bajo la orientación exclusiva del mando institucional.  

La reforma del 93 o la reforma que no fue 

Esta reforma representó un hito en cuanto a la apertura del debate interno y externo sobre la policía y su papel en la sociedad colombiana.  En efecto se crearon dos comisiones para proponer posibles reformas: una externa, conformada por civiles (congresistas, alcaldes, gobernadores y representantes de gremios y asociaciones de diversa índole), la otra, interna, estuvo conformada por miembros de la policía representativos de todos los rangos. 
 

El principal motor en esta reforma fue acentuar el carácter civil de la policía, es decir profundizar su separación del estamento militar.  Dentro de este contexto se tocaron tres aspectos fundamentales: 1) la creación de mecanismos que permitieran un mayor control civil del ejercicio policial e incentivaran la participación ciudadana en asuntos de policía; 2) la reorganización de la estructura orgánica para responder de manera diferencial a los requerimientos de la seguridad ciudadana vs. los de la seguridad nacional y, 3) la introducción de una nueva carrera profesional con miras a desarrollar una estructura de mando menos jerarquizada.
 
Dentro del primer aspecto tocado por la reforma sobresale, por una parte, la introducción de disposiciones tendientes a fortalecer el control sobre la policía que constitucionalmente les compete a las autoridades político-administrativas del orden departamental y municipal.  Por otro lado, la creación de la oficina del Comisionado Nacional para la Policía a cargo de un civil, como mecanismo externo encargado de vigilar el régimen disciplinario y de manejar y analizar las quejas ciudadanas contra la policía. 
  Y finalmente, la creación de un Sistema Nacional de Participación Ciudadana en Asuntos de Policía para abrir espacios para que distintos sectores de la sociedad expresaran sus inquietudes sobre la policía y tuvieran la posibilidad de orientar y fiscalizar las relaciones entre la policía, la ciudadanía y las autoridades locales.  Además, a nivel institucional se creó una Dirección de Participación Comunitaria que dentro de sus funciones centrales tenía la de impulsar y responder por el desarrollo de dicho sistema.
En el segundo punto mencionado, se generó una estructura orgánica basada en tres ramas especializadas de policía: la urbana, la rural y la de investigación criminal.  Esto se hizo más que todo con el fin de trazar una división más nítida entre un cuerpo urbano, con un perfil más civil, y otro rural entrenado especialmente para el mantenimiento del orden en zonas afectadas por la presencia guerrillera y paramilitar.  En términos institucionales esto se tradujo en la creación de dos nuevas direcciones en la policía, una de policía urbana y otra de carabineros, responsables por el desarrollo de cada especialidad.
  Se suponía que en la práctica  en las ciudades con una población de más de 50 mil habitantes, operaría una policía urbana entrenada para responder a los retos que en materia de seguridad se presentan en estos ámbitos y  orientada primordialmente hacia la atención de las demandas ciudadanas; mientras que en el campo habría un cuerpo de carabineros concebido como una fuerza de choque capaz de mantener el orden público y el control territorial en zonas afectadas por el conflicto interno.

En cuanto al tercer aspecto, se introdujo una nueva carrera de policía, el Nivel Ejecutivo, en la cual se integrarían paulatinamente las carreras de suboficiales y de agentes.  Hacia el futuro lo que se esperaba era que se desarrollara una estructura de mando menos piramidal, es decir menos militar y más acorde con las tendencias internacionales de policías de carácter civil según las cuales se viene propendiendo por simplificar la jerarquía y acortar la línea de mando. (Bayley, 1994, pp. 60-66) Así, en el caso de la Policía Nacional quedarían dos niveles: el de dirección correspondiente a la carrera de oficiales -- con sus grados equivalentes a los de los militares-  y el ejecutivo que tendría tan solo cinco grados y permitiría un ascenso rápido del personal de base hacia posiciones de mando medio y supervisión, con lo cual se incrementaría la proporción entre éstos últimos y la base. 
Prácticamente ninguna de las iniciativas de esta reforma prosperó en gran medida debido a la resistencia que opuso el mando institucional.  En algunos casos era evidentemente complicado desarrollar lo dispuesto en la reforma, como por ejemplo el Sistema Nacional de Participación Ciudadana en Asuntos de Policía, que dependía para su funcionamiento de la convocatoria de una Comisión Nacional compuesta por más de 23 integrantes de la más diversa índole.  Sin embargo, en general es fácil suponer que hubo un desgano de los oficiales superiores de la policía frente al conjunto de la reforma debido a que la mayoría de los cambios adoptados se originaron de las recomendaciones de la comisión externa mencionada arriba, es decir por fuera del seno de la organización.
  Este es el caso de aspectos como la reorganización en especialidades urbana, rural e investigación, que finalmente nunca despegó y donde, además, se impuso la vocación urbana que venía desarrollando la policía desde la década anterior.

Algunos de los aspectos con los que se pretendía ampliar el control civil sobre la policía,  aunque evidentemente despertaban rechazo entre las directivas de la policía, tampoco prosperaron por fallas en su desarrollo inicial.  Claramente este fue el caso del Comisionado de Policía que como lo permitían prever las experiencias internacionales que inspiraron su creación, no fue bien recibida por parte de la Policía. (Goldsmith, 1991) Además, su diseño y montaje fue bastante improvisado lo que condujo a que se desdibujara su finalidad preventiva, y a su vez generó una gran resistencia dentro del mando institucional que veía en el Comisionado a otra Procuraduría.
  Otra falla fue no haber previsto un mecanismo de control disciplinario interno que se complementara con la oficina del Comisionado.  Por el contrario se eliminó la Inspección General, en lugar de adecuarla al nuevo esquema que se estaba implantando.  Esto sin duda generó mayor resistencia institucional.  Actualmente, aunque la oficina subsiste no tiene el perfil que se esperó tendría cuando se creó.

El único aspecto que prosperó relativamente fue la nueva carrera, el Nivel Ejecutivo.  Aunque aún hoy en día siguen funcionando las carreras de suboficiales y de agentes, pues no todos sus efectivos quisieron acogerse a las medidas para trasladarse u homologarse en el Nivel Ejecutivo, es evidente el crecimiento de este nivel en todos sus grados frente al decrecimiento del número de suboficiales y agentes de la policía.  (Gráfica 3)  Pero el efecto más relevante en cuanto al desarrollo de esta medida, ha sido el cambio en la estructura piramidal de mando de la policía.  Así, hoy en día la relación entre personal de base y mandos medios ha cambiado radicalmente con respecto a lo que ocurría una década atrás: se pasó de 1 supervisor por cada 13 agentes y auxiliares en 1990, a 1 por cada 4 efectivos de base en 2002. (Gráfica 4) En este aspecto la policía se ubica dentro de los actuales estándares internacionales para cuerpos con estructuras de mando más civiles, en las cuales la correlación entre rangos medios y policías de base oscila entre 1:1.3 y 1:5. (Bayley, 1994, pp. 60-66)  

La “Transformación Cultural” de la policía

El cambio de gobierno un año después de iniciada la reforma del 1993, implicó cambios sustanciales en cuanto a la participación de los civiles en los asuntos de seguridad, que repercutieron en la caída de dicha reforma y en el auge de otra promovida y orientada por el mando institucional.  En buena medida la crisis política desde el inicio de la Administración Samper (1994-98), ocasionada por el escándalo de los dineros “calientes” en su campaña, implicó una pérdida de algunos de los espacios abiertos por el gobierno anterior para la iniciativa de los civiles en materia de seguridad.  Esto fue notorio tanto frente a las Fuerzas Militares como frente a la Policía. (Dávila, 1999, pp. 307-310)  En el caso de la Policía, se presentó además con el agravante de que asumió un nuevo Director, el General Serrano,  internacionalmente reputado por su labor antinarcóticos y quien gozaba de la credibilidad de la cual carecía el Presidente de la República frente al gobierno de Washington.  

A finales de 1994, al asumir el General Serrano como Director de la Policía Nacional, señaló que sus prioridades serían “luchar contra el narcotráfico y la corrupción interna, adoptar estrategias de seguridad ciudadana e impulsar la reforma institucional”.
  Así, el mando de la policía toma las riendas de la reforma e inicia una nueva etapa.  De esta forma el proceso anterior, aunque en la mayoría de sus aspectos fue fallido, de todos modos dio pie para una importante reflexión interna acerca de la adecuación institucional a los requerimientos de la ciudadanía.  

Los desarrollos institucionales más relevantes a partir de las prioridades marcadas por el nuevo director se dieron en primer lugar en la lucha contra el narcotráfico.  Fue ampliamente divulgado por los medios nacionales e internacionales el exitoso trabajo realizado a partir de la nueva estructura de inteligencia policial, que condujo a la captura de reconocidos capos del narcotráfico, en particular las cabecillas del Cartel de Cali, hacia mediados de los noventa.

En segundo lugar, en cuanto a la corrupción interna, se destacó el proceso de depuración interna que se desarrolló mediante facultades discrecionales -- otorgadas al ministro de Defensa y al director de la policía- para retirar de manera expedita a aquellos funcionarios -agentes, suboficiales, ejecutivos y oficiales- de quienes se tuviera serios indicios sobre su vinculación en prácticas irregulares.
  A través de esta medida, cerca de 8.500 uniformados de distintos rangos han sido retirados de la institución entre 1995 y 2001, lo que equivale a un 12% del promedio de profesionales de la policía en el mismo período.
  Estos resultados pueden ser interpretados de manera contradictoria pues, por un lado, se pueden considerar como una señal indiscutible de salud interna, pero por el otro, como un síntoma del alto grado de corrupción presente en la policía.  El hecho que desde 1998 se registre un continuo descenso en el número de efectivos retirados por esta medida, podría ser un indicador en favor de la primera opción.  Sin embargo, parece más bien que con la salida del General Serrano a mediados de 2000 y los consecuentes cambios en la cúpula de la policía, se relajaron los controles internos y esta medida terminó por caer  paulatinamente en desuso (Torres, 2002; Entrevistas con oficiales de la policía, diciembre 2002.)

En lo que al impulso de la reforma institucional se refiere, se desarrolló desde 1995 el denominado Plan de Transformación Cultural.  Este Plan se encaminó hacia fortalecer el carácter civil de la policía mediante la intervención en aspectos como la introducción de nuevas modalidades para la dirección y la gestión institucional, la formación del personal y el desarrollo de los preceptos de “servicio al cliente” mediante la generación de mecanismos de acercamiento a la ciudadanía.
  

La parte quizás más sustantiva de la “Transformación Cultural” fue la de modernización de la gestión institucional. En este campo se avanzó principalmente en la adopción del proceso de planeación estratégica para la definición de prioridades y metas institucionales, así como para la evaluación de resultados.  De esto modo, desde entonces las directivas de la policía vienen desarrollando anualmente el Plan Estratégico Institucional, del cual se desprenden los planes específicos de las distintas dependencias nacionales y regionales.  Con el fin de consolidar internamente esta nueva cultura de la planeación estratégica, se impulsó un proceso educativo para el desarrollo de destrezas gerenciales y de liderazgo, el cual se ha llevado a cabo mediante contratos de formación con diversas universidades del país y ha cubierto principalmente a oficiales superiores y oficiales subalternos de la policía. (Entrevistas con oficiales de la policía, diciembre 2002 y febrero 2003)

Adicionalmente, se decretó una nueva estructura orgánica que, por un lado, reversó los cambios organizacionales introducidos en 1993,
 y por el otro, se propuso impactar el manejo de los recursos humanos cambiando el modelo cuasimilitar que había prevalecido hasta entonces, por uno fundamentado más en relaciones horizontales y en las capacidades del personal para la asignación de responsabilidades.  Todavía no se han documentado los avances concretos y los resultados en cuanto a los objetivos de esta reforma organizacional, pero pareciera que el discurso de la estructura plana y de asignación de responsabilidades por capacidades, no penetró suficientemente entre los oficiales y menos aún entre buena parte de los rangos medios y de base de la policía. 

Aparentemente esto se ha debido, por un lado, a que la planeación estratégica aún no se ha logrado adoptar plenamente y, por el otro, a que prevalece una cultura, sobre todo entre la oficialidad (personal directivo), de mantener distancias con los mandos medios y la base.  De hecho, los principales procesos de formación asociados con la nueva cultura de gestión institucional se concentraron en los oficiales quienes fueron enviados a diversas universidades del país a tomar cursos sobre administración.  En contraste, para el personal de supervisión y de base, a través de las respectivas escuelas de la policía, se introdujeron algunos cambios en la formación tendientes tanto a promover la idea del “servicio al cliente”, como a reducir el entrenamiento de tipo militar.  (Entrevistas con oficiales de la policía, diciembre de 2002)

El otro aspecto significativo de la Trasformación Cultural, ha sido precisamente la aproximación que se propone en cuanto las relaciones entre policía y sociedad.  En esta medida se desarrollaron acciones que parten de la idea de abrir la institución a la participación de la ciudadanía, buscando reenfocar los servicios hacia la atención de sus demandas y hacia incorporarla en el cambio institucional.  Una iniciativa de partida fue la realización de consultas a los habitantes de las tres grandes ciudades del país a fin de precisar la imagen que se tenía sobre la policía y los servicios que prestaba, así como de identificar los requerimientos ciudadanos en relación con éstos.  Otra actividad importante fue la promoción de consorcios con organizaciones empresariales de relevancia nacional y local, a fin de generar solidaridad con el trabajo que desempeña la policía y de apoyar el proceso de reforma de la gestión institucional.  

Pero quizás la faceta más popular de la aproximación a la ciudadanía propuesta por la Transformación Cultural, ha sido la promoción de alianzas con ciudadanos del común para comprometerlos en iniciativas preventivas dentro sus comunidades.  Para el efecto la policía impulsó desde 1995 en varias ciudades del país los Frentes de Seguridad Local y las Escuelas de Seguridad, como organizaciones vecinales de vigilancia, inspiradas en los programas de Neighborhood Watch ampliamente difundidos en Gran Bretaña y los Estados Unidos.  De  2.700 frentes que se organizaron en 1995 en distintas ciudades del país, se pasó en  2001 a 6.800, los cuales asocian a cerca de medio millón de ciudadanos.
  Aunque esta iniciativa resulta impactante en cuanto al número de personas que ha logrado congregar la policía, sus resultados en términos de prevención del crimen, al igual que la experiencia de Neighborhood Watch (Bayley,1994; Sherman, 1997), parecen ser menos esperanzadores según lo indican estudios realizados para el caso de la ciudad de Bogotá donde se inició el programa. (Sanchez et. al., 2001)

Y por supuesto, no podía faltar el desarrollo de iniciativas de policía comunitaria, que se concretaron con una experiencia piloto iniciada en la ciudad de Bogotá en 1998.  Evaluaciones preliminares de esta experiencia indican su fidelidad en cuanto a la filosofía de este tipo de modalidad policial, así como algunos resultados positivos en cuanto a mejorar la imagen ciudadana de la policía en aquellos sectores de la ciudad donde se presta el servicio de policía comunitaria. (Llorente, 2001)  Sin embargo, este programa ha sido bastante limitado en cuanto a su implementación, básicamente por que no se desarrolló como una agenda integral de cambio institucional y terminó por agrupar un conjunto de actividades de acercamiento a la ciudadanía que ya realizaba la policía de tiempo atrás--entre las que sobresalen los mencionados frentes y escuelas de seguridad local.
 (Llorente, 2001)  Posteriormente, la idea original propuesta por el Director General de la policía, (Serrano, 1999) de ampliarlo hacia el resto de departamentos se desarrolló incipientemente y menos acorde con la filosofía de este tipo de modelo de policía.  (Entrevistas con oficiales de policía, febrero 2003)  

Efectos del proceso de reforma y retos presentes

En términos de cambio institucional, uno de los efectos más notorios del proceso de reforma de los noventa, ha sido la consolidación de una identidad policial más acorde con los contextos urbanos y sus problemáticas de seguridad – situación que como se dijo anteriormente tuvo sus primeros desarrollos en los años ochenta.  La balanza entre lo urbano y lo rural, terminó por inclinarse hacia lo primero en la segunda mitad de la década de los noventa cuando, como consecuencia del incremento sin precedentes de los ataques guerrilleros a los puestos de policía en zonas rurales y el deficiente apoyo militar a la policía, se retira la presencia policial de un número importante de sitios en áreas de influencia guerrillera.
 Como sea, este proceso ha marcado un cambio importante en cuanto a la separación de la policía del ámbito militar y a la construcción de un quehacer policial de corte más civilista, aunque aun queda un buen trecho por recorrer en este camino, particularmente en lo que tiene que ver al control civil y a la participación ciudadana en asuntos de policía.  

Un aspecto que sobresale en la actualidad y que muy probablemente esté asociado con el proceso de reforma de los noventa, es el visible cambio de la percepción ciudadana con respecto a la policía. Hoy por hoy, la Policía Nacional goza de un elevado nivel de confianza pública.  El 57% de los colombianos confía en la institución, lo cual contrasta notoriamente con el 21% de hace exactamente diez años y con el promedio observado en el conjunto de Latinoamérica que apenas supera el 30%. (Lemoine, 2003)  Más aún, resulta sorprendente que entre las demás instituciones del gobierno sobre las cuales se ha medido la confianza de los ciudadanos, la policía ha sido la que ha mostrado un mayor incremento en la última década, seguida de lejos por las Fuerzas Militares – las cuales de hecho siempre han sido populares en el medio colombiano y actualmente lo son aún más pues gozan de un nivel de confianza cercana del 76%. (Lemoine, 2003)   

Sin embargo esta situación puede ser interpretada de tres maneras.  La primera es que el proceso de reforma de la policía de la última década surtió su efecto en cuanto a la recuperación de la imagen institucional.  En este sentido, el proceso de construcción de una identidad más civil y cercana a la atención de los requerimientos ciudadanos, aunada a la depuración interna y a la mayor orientación hacia los desafíos de la seguridad en áreas urbanas, terminó por favorecer la eficacia de la policía en la lucha contra el crimen común.  

Como argumento a favor de esta interpretación, se tiene que tanto en los registros oficiales  como en las encuestas de victimización realizadas en los cinco principales centros urbanos del país, se ha dado un descenso permanente entre 2000 y 2002 de los delitos contra el patrimonio que son los que afectan a una mayor proporción de la población, al menos en las zonas urbanas. (Revistas Criminalidad, 2000 a 2002; Fedesarrollo, 2003)  Paralelamente, en el mismo período se ha aumentado de manera sustancial la sensación de seguridad de los habitantes de las cinco principales ciudades del país. (Fedesarrollo, 2003)  ¿Qué tan relacionada está la variación de estos indicadores con la actividad de la policía? Es una pregunta que aún no se ha explorado adecuadamente en el país, pero lo cierto es que hay al menos una coincidencia importante entre el proceso de reforma, el aumento de la confianza ciudadana en la policía, la caída de la criminalidad común y el ascenso de la sensación de seguridad de los ciudadanos.

Una segunda interpretación, es que el aumento de la confianza ciudadana en la policía, tiene menos que ver con la reforma y sus probables efectos sobre la criminalidad urbana, y está más relacionada con la imagen de quien fue su director hasta el 2000 y el prestigio ganado a partir de la captura de los cabecillas del Cartel de Cali a mediados de los noventa.  Apoya esta perspectiva, por un lado, el hecho de que el General Serrano siempre figuró en las encuestas como uno de los personajes con mayores niveles de aceptación ciudadana -- cercanos al 80% (Revista Semana, mayo 5, 1997)- lo cual de alguna manera se reflejó en la percepción ciudadana sobre la institución a su cargo.  Por otro lado, la confianza de los colombianos en la policía ya había aumentado a casi un 50% desde 1996, a muy poco tiempo de emprendido el proceso de reforma. (Lemoine, 1997)  En esta medida, la mayor aceptación parecería estar también ligada a los visibles resultados obtenidos precisamente para esa época, en la lucha contra los carteles de la droga.  

Sin embargo, parecería que esta interpretación es más aplicable a cambios de la percepción en el corto y mediano plazo,  pues resulta dudoso que se pueda mantener un alto nivel de credibilidad institucional por sí solo, varios años después de los éxitos contra los carteles y de la salida del General Serrano como director de la institución.  Sin duda debe haber un trasfondo más sólido, más aún cuando recientemente se han presentado serios cuestionamientos a miembros de alta graduación de la policía,
 lo cual a juzgar por los resultados de las encuestas citadas, curiosamente no parece haber tenido mayor impacto sobre la credibilidad institucional.


La tercera interpretación, es que la favorabilidad que expresan actualmente los ciudadanos con respecto a la institución policial está directamente asociada con el clima de endurecimiento de los colombianos frente a los factores de inseguridad, en particular los grupos guerrilleros.  De ahí que también se haya incrementado considerablemente la confianza en las Fuerzas Militares y se haya apoyado mayoritariamente la propuesta gubernamental del actual Presidente de la República.


Lo más probable es que haya ocurrido una mezcla entre las tres interpretaciones en donde en un primer momento el prestigio del General Serrano, aunado a los éxitos en la lucha contra las organizaciones del narcotráfico jalonó un aumento de la confianza ciudadana en la policía.  Luego, el discurso de apertura y de proximidad a la comunidad seguido del descenso en los índices en los delitos contra el patrimonio, consolidó el cambio de percepción y a la vez generó la imagen de que la mayor capacidad de la policía para contener el crimen es una consecuencia directa de la reforma institucional.  De este modo, dentro de un contexto en el cual la ciudadanía está pidiendo “mano dura”, una policía recientemente reformada y que aparentemente muestra resultados se vuelve más atractiva aún.  Este tipo de argumento explicaría en buena medida la actual ausencia de cuestionamientos sobre la policía en el debate público colombiano.  Aparentemente hoy por hoy no hay nada que debatir al respecto: para el gran público la policía ya se reformó y está siendo más eficaz.  

Esta mirada, sin embargo, es en extremo superficial.  Lo cierto es que surgen dudas importantes respecto del camino que vaya a tomar la organización policial colombiana a la luz de la política de seguridad que está adelantando el actual gobierno.  Dentro de esta política, cuya prioridad es la recuperación y el control del territorio nacional en función de la estrategia contrainsurgente, la policía está llamada a jugar un papel fundamental que le implica retornar a las zonas rurales de donde fue sacada por la guerrilla y, en general, fortalecer su presencia en el campo.   Precisamente, desde el segundo semestre de 2002 se inició un plan de choque para lograr un incremento acelerado en el pie de fuerza de la policía, mediante el cual para mediados de 2003 habrá 20.000 efectivos adicionales para cubrir con un número adecuado de personal los sitios del país que actualmente están desprotegidos y reforzar otros.
  El 20% de este aumento se destinará a las tres principales ciudades y el resto (8 mil carabineros y 8 mil auxiliares de policía) será desplegado en las principales carreteras del país y en zonas rurales afectadas por el conflicto.  

 Claramente este reenfoque del papel de la policía dentro de la estrategia contrainsurgente, va en contravía del camino que institucionalmente se había recorrido hasta finales de los noventa.  Independientemente de lo acertada o no que sea la actual política del gobierno, en términos institucionales surge la pregunta obvia, pero que parece que nadie se está haciendo sobre ¿Qué efectos tendrá el nuevo enfoque sobre la identidad policial que tanto trabajo ha costado construirla?  Tomando en cuenta que además, el logro de la meta de incrementar rápidamente el pie de fuerza, se ha hecho a expensas del tiempo de entrenamiento para los profesionales  – que se redujo de un año a seis meses- aparejado de un incremento considerable de personal no profesional.  Esto sin duda trae enormes retos institucionales, pero quizás el más importante en este momento es por lo menos mantener la legitimidad ganada. ¿Es eso posible bajo las nuevas circunstancias o siquiera se está pensando en ello?  Esperemos que sí. 

� Este artículo  es parte del Proyecto  “Public Security and Police Reform in the Americas” dirigido por John Bailey (Georgetown University) y Lucía Dammert (University of Chile).








� Esto se desprende del borrador de la Política de Defensa y Seguridad Democrática que circuló el gobierno en diciembre de 2002


�  Estos principios corresponden a los planteados por Bayley, 2001, pp. 13-14.


� Tres características identifican a la policía moderna: 1) es una organización pública con un mandato legítimo; 2) tiene una estructura profesional fundada en reglas claras sobre incorporación, entrenamiento, promoción y comportamiento del personal que la compone, y 3) es un cuerpo especializado responsable del mantenimiento del orden interno, diferenciado de las instituciones militares encargadas de la defensa externa, y cuyas funciones se orientan hacia el control a la criminalidad. (Bayley, 1985)


�  Durante ese período se crea el Comando General de las Fuerzas Armadas bajo el cual se integra a la policía como una cuarta fuerza junto al ejército, la armada y la fuerza aérea. 


�  En un período de tres años se logró llevar a cabo un proceso de “nacionalización” -- que se había intentado  varios años atrás durante el régimen militar sin mayores resultados- mediante el cual los cuerpos departamentales  y municipales  pasaron a depender tanto en sueldos de personal como en entrenamiento y logística de la refundada Policía Nacional. (Torres, 1994, p.183; Llorente, 1999, p. 403)


�  Resulta particularmente relevante la reforma institucional efectuada en 1960, durante el primer gobierno del Frente Nacional, mediante la cual la conducción de la policía vuelve a ser entregada a sus oficiales superiores.  La institución recobra su nombre original (Policía Nacional), deja de ser una cuarta fuerza y queda bajo la dirección y mando del Ministro de Defensa (Llorente, 1999, p. 403)


�  Es de anotar que desde la conformación de las primeras estructuras policiales en el siglo XIX en el país, se registran antecedentes sobre la asignación de tareas de investigación criminal, así como la creación de oficinas en la policía para desarrollar funciones como auxiliar de la justicia.  Los años de 1964 y 1966 tienen que ver con las primeras normas que establecen las competencias en materia de policía judicial tanto para la Policía Nacional como para el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS.  (Londoño y Diettes, 1993, pp. 305-320)


�  Se mantuvo incluso hasta el presente la figura del control operacional según la cual  se concentra el control de las operaciones en un solo mando (el militar), dentro de una jurisdicción o una operación en particular  limitada en tiempo y espacio. (Salcedo, 1999, p. 353)


�  Los CAI, inspirados en el Koban japonés, son puestos de policía pequeños a través de los cuales se descentraliza el servicio básico de vigilancia a fin de cubrir áreas geográficas más reducidas que las de una estación y, así, tener un contacto más directo con los habitantes de las respectivas jurisdicciones.  En 1987 se crearon 85 centros situados en su mayoría en Bogotá; para 1994 la Policía calculaba que había 480 en todo el país, de los cuales dos terceras partes estaban en zonas urbanas.


�  Como lo señaló el entonces Ministro de Defensa: “Esta provisión fue muy importante, pues le daba a esta institución (la policía) existencia y personalidad constitucional, ya que en la Carta Política de 1886 estaba establecido sólo el Ejército como cuerpo armado, por ser entonces la única fuerza desarrollada”. (Pardo, 1996, p. 337)  


�  En el caso de las alcaldías es notorio el avance en la última década del desarrollo de una estructura institucional en Bogotá para abordar las cuestiones de seguridad propias de la ciudad. (Acero, 2002) También se han dado desarrollos en Cali y Medellín aunque menos significativos. (Guzmán, 1995)


�  Los datos de personal de la policía que se citan en este aparte han sido suministrados por la Dirección de Recursos Humanos de la Policía Nacional. 


�  La tasa de policías en Colombia es equiparable a la de muchos países desarrollados como Estados Unidos, Australia, Canadá o Japón.  Pero a la vez, es muy reducida cuando se le compara con países que guardan una mayor afinidad en términos de las problemáticas de seguridad interna como Perú o Irlanda del Norte.  En el contexto latinoamericano, en  cambio,  el pie de fuerza de la policía colombiana es relativamente grande y sólo la sobrepasan Uruguay, Panamá, Cuba, Perú, Brasil y Venezuela.  (Llorente, 1999, p. 437)


�  Esto corresponde a 160 municipios de los 1050 que hay en el país.  (Dato suministrado por la Dirección Operativa de la Policía Nacional) 


�  Así se plantea en la Estrategia de Seguridad Democrática y Defensa del gobierno actual (borrador de documento, diciembre 2002)


�  Cabe anotar que en Colombia hay otras dos instituciones con funciones similares de policía judicial, el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y el Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación (CTI).  En todo caso la policía es la que más tradición tiene en cuanto al desempeño estas funciones.


�  Hasta hace poco las Fuerzas Militares y en especial el ejército, tuvieron una participación más bien marginal en la lucha contra el narcotráfico.  Más aún muchos de sus miembros consideraban altamente perjudicial involucrar más a la institución en ello por los efectos de corrupción interna que podrían generarse (Dávila, 1999, pp. 310-316)  Sin embargo, a finales de los años noventa, el Ejército empieza a comprometerse más en esta tarea a través de la creación de la Brigada Antinarcóticos en desarrollo del componente de erradicación de cultivos ilícitos del Plan Colombia financiado por el gobierno de los Estados Unidos.


� Una encuesta realizada por el Instituto de Estudios Políticos de la Universidad de Antioquia sobre lo que percibían los habitantes de Medellín de la Policía, ilustra elocuentemente este punto. (1994, pp. 47-67)  También lo hace el hecho que las autoridades municipales hubiesen solicitado en varias oportunidades el retiro de la Policía Nacional de la ciudad a fin de crear un cuerpo de vigilancia local.


� Según el ex ministro de Defensa Rafael Pardo como consecuencia de esta “guerra” alrededor de 700 policías resultaron muertos entre 1990 y 1993. (1996, p. 344)


� Así por ejemplo, a finales de los ochenta tras información hecha pública por la revista Time, dos generales de la Policía, entre ellos un ex director, fueron vinculados al Cartel de Medellín. (El Tiempo, diciembre 30 de 1989)  También se develaron alianzas non-santas entre personal de la policía con el Cartel de Cali para combatir al de Medellín. (Velásquez, 1993)  Fue además de conocimiento público el involucramiento de policías asignados a la vigilancia en Medellín en la compleja maraña delincuencial producto de la gran influencia del narcotráfico sobre la ciudad. (Pardo, 1996, p. 340)  Para mediados de los noventa, se puso en evidencia el alto nivel de infiltración del Cartel de Cali en las unidades correspondientes al Departamento del Valle y su capital la ciudad de Cali: tras el hallazgo de una lista de pagos de esta organización a policías de estas unidades, fueron destituidos 64 policías (38 oficiales, 20 suboficiales y 16 agentes) a los cuales se les pudo comprobar vínculos con la mafia. (El Tiempo, “Purga en la Policía tumba a 174 Uniformados”, octubre 22 de 1994)


�  Entre 1980 y 1990 murieron en esta confrontación cerca de 900 efectivos (cálculos propios a partir de los datos sobre personal muerto y herido en actos del servicio que publica la Policía Nacional anualmente en su Revista Criminalidad, 1980 a 1990).  Esta cifra que se multiplica por dos en la década subsiguiente, contrasta  con los datos por ejemplo de la Policía de Irlanda del Norte en el período más álgido de la lucha contra el IRA.  En un período de 22 años (1969 a 1991) cayeron muertos 284 efectivos de la policía producto de este conflicto (Weitzer, 1995), cuatro veces menos de lo ocurrido en Colombia tan sólo entre el 80 y el 90 y casi diez veces menos de lo sucedido en el país entre 1990 y 2000.


�  Cálculos propios con base en datos de la Dirección Operativa de la Policía Nacional.


�  El diario El Tiempo, en una serie de tres entregas hace un recorrido por algunas de las localidades de donde fue retirada la policía a consecuencia de ataques guerrilleros y pone al descubierto la posterior toma por parte de los grupos guerrilleros o paramilitares de estas áreas “despejadas”.  Ver “La Zozobra de los Pueblos sin Policía. ‘Paras’ y Guerrilla se Disputan Municipios”, agosto 15 de 1999; “La Guerrilla Deja sin Policía Municipios, agosto 16 de 1999 y “'Paras’Atacan en Ciudades sin Policía”, agosto 17de 1999.


�   Al respecto vale anotar que el aumento de personal de la policía realizado en los años ochenta fue más que todo en la base (los agentes y los auxiliares de policía) y que no hubo un aumento correlativo en los mandos medios. 


�  La Estrategia Nacional contra la Violencia, como se denominó dicha iniciativa gubernamental, se encuentra publicada junto con los documentos de política más relevantes en la materia del Gobierno Gaviria, en Presidencia de la República, 1994a y 1994b.


�  La norma que aún sigue vigente, abre la posibilidad para que las administraciones municipales puedan realizar contratos con la Policía Nacional a fin de aumentar el número de efectivos en la localidad.  Los contratos podrían involucrar tanto personal profesional como auxiliares bachilleres -- modalidad de servicio militar obligatorio en la policía creada dentro de la misma norma. (Presidencia de la República, 1994c, pp. 50-86)


�  Sobre el particular sobresale el hecho de que una de las primeras medidas que adopta el primer civil en asumir fue la de regular la figura del control operacional sobre la policía por parte de las fuerzas militares, a partir de lo cual se limita su utilización a casos específicos autorizados por el ministro de Defensa. (Pardo, 1996, pp. 336-337)  


�  Sobre los pormenores del proceso de discusión y los resultados del trabajo de ambas comisiones ver Presidencia de la República, 1994d; Serrano, 1994.


�  Los aspectos que se explican en este aparte sobre el contenido de esta reforma son tomados de las principales publicaciones que se han hecho en la materia: Goldsmith, 1993; Camacho, 1993; Torres, 1994; Leal, 1994; Llorente y Bulla, 1994; Pardo, 1996; Llorente, 1999; 


�  Se tomó en cuenta la experiencia internacional, particularmente en democracias anglosajonas en materia de creación de mecanismos “civiles” para hacerle seguimiento a las quejas ciudadanas contra la policía.  (Goldsmith, 1991) 


�  No se menciona aquí la especialidad de investigación criminal pues desde los años ochenta ya se había creado en la policía una dirección encargada del desarrollo de dicha función.


�  El caso colombiano reitera que un requisito básico para sacar adelante una reforma institucional relevante es que sus directivos estén activamente involucrados no sólo en la ejecución de la reforma, sino muy especialmente en el diseño de la misma. A respecto ver por ejemplo Goldsmith, 1991; Bayley, 1994; Chan, 1996.


�  Para ese entonces estaba en pleno furor el denominado “Síndrome de la Procuraduría” bajo el cual los miembros de la Fuerza Pública veían en este órgano de control un obstáculo para su accionar contra la guerrilla y el crimen organizado.  Infortunadamente, el modelo que se utilizó inicialmente para configurar la oficina del Comisionado fue el de los entes de control ya existentes en el país como la Procuraduría y la Defensoría.


�  El Tiempo, diciembre 7 de 1994.


� Esta medida ya había sido utilizada en 1993 pero solo cubría a los agentes. En ese año fueron retirados poco más de 3.000 agentes haciendo uso de la facultad discrecional. (Datos suministrados por la Dirección de Recursos Humanos de la Policía Nacional)


�  Cálculos propios con base en datos suministrados por la Dirección de Recursos Humanos de la Policía Nacional.


�  Los aspectos sustanciales de esta reforma se explican en Policía Nacional, 1996 y Policía Nacional, 1997.


�  Así se regresó en buena medida a la estructura organizacional en materia de dependencias mayores (direcciones) que había antes de la reforma de 1993. (Llorente, 1999, pp. 413-415)


�  Datos suministrados por la Dirección Operativa de la Policía Nacional.


�  El programa de policía comunitaria de Bogotá desde un inicio involucró a muy poco personal del departamento de policía, poco menos de 1.000 efectivos de los 16.000 que operan en la ciudad. (Llorente, 2001, p. 19)  Aunque el actual comandante de policía de la ciudad ha manifestado su gran interés en esta modalidad de servicio y ha mantenido el programa, el número de uniformados comprometidos sigue siendo el mismo que cuando se inició hace cuatro años.


�  Entre 1996 y 2002 la policía salió de más de 70 puestos rurales como consecuencia del asedio de los grupos guerrilleros.  En contraste, durante los diez años anteriores se había retirado de poco más de 30 puestos, lo cual de hecho ya era preocupante. (Datos suministrados por la Dirección Operativa de la Policía Nacional) 


�  Desde mediados de 2002 se dan varios escándalos sobre corrupción que involucran a varios oficiales de alta graduación.  “Novela policíaca.  El general Luis Ernesto Gilibert dice que la Policía tiene unas pocas manzanas podridas. Lamentablemente la crisis es más de fondo” dice la portada de la revista Semana, junio 24 de 2002.  También aparecen historias sobre vinculación de oficiales con la guerrilla de las FARC (“El coronel amigo”, Revista Cambio Colombia, junio 11 de 2002)


�  Vale anotar de todos modos que en una reciente encuesta sobre corrupción, el 85% de los entrevistados consideró que la policía tenía problemas de corrupción.  (El Tiempo, “Colombia enferma (I)”, enero 26 de 2003)


�  El Tiempo, “El ‘plan retorno’ de la policía”, enero 23 de 2003.  Es importante resaltar la magnitud del esfuerzo que ha hecho la policía pues sus escuelas de formación cuentan con una capacidad para aceptar a 7 mil nuevos alumnos al año.
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